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Señor
JUEZ 10° CIVIL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN ANTIOQUIA
E.S.D
 
 
                                       
DEMANDANTE:        JORGE MARIO MORALES VALLEJO
DEMANDADO:          CARLOS QUINTO LÓPEZ CÁRDENAS 
REFERENCIA:         CONTESTACIÓN DEMANDA - PROCESO VERBAL DECLARATIVO / DEMANDA DE
RECONVENCION
RADICADO:            2021-00075
 
Adjunto contestación de demanda con sus respe�vos anexos y además demanda de reconvención con sus anexos.
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C.C. 71.777.582
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Señor  

JUEZ 10° CIVIL DEL CIRCUITO DE MEDELLÍN ANTIOQUIA  

E.S.D 

 

 

  

DEMANDANTE:  JORGE MARIO MORALES VALLEJO 

DEMANDADO: CARLOS QUINTO LÓPEZ CÁRDENAS   

REFERENCIA:        CONTESTACIÓN DEMANDA - PROCESO VERBAL DECLARATIVO 

RADICADO:         2021-00075 

 

 

 

JUAN PABLO PEREZ OSPINA, mayor de edad identificado con Cedula de Ciudadanía N°71.777.582, 

abogado en ejercicio, portador de la Tarjeta Profesional N°154.486 del Consejo Superior de la Judicatura, en 

calidad de apoderado según poder adjunto otorgado a mi favor por parte del señor CARLOS QUINTO LÓPEZ 

CARDENAS, mayor de edad, identificado con cedula de ciudadanía N°71.667.280, de manera respetuosa me 

permito acudir ante usted, a fin de presentar respuesta a la demanda incoada  por el señor JORGE MARIO 

MORALES VALLEJO mayor de edad, identificado con cedula de ciudadanía N°71.779.099, para lo cual 

formulo lo siguiente:  

 

 

I. DESIGNACION DE LAS PARTES  

 

 

Demandante: Se trata del señor JORGE MARIO MORALES VALLEJO persona natural, mayor de edad, 

identificado cedula de ciudadanía N°71.779.099, domiciliado en la calle 32 E N° 80 a 56, de la ciudad de 

Medellín, se conoce la dirección toda vez que fue aportada por el mismo en solicitud a audiencia de conciliación 

en el Centro de Conciliación del Colegio Antioqueño de Abogados Colegas. 

 

Demandado: Se trata del señor CARLOS QUINTO LÓPEZ CARDENAS, persona natural, mayor de edad, 

identificado cedula de ciudadanía N°71.667.280, domiciliado en la calle 7 Sur N°37 a 25, de la ciudad de 

Medellín. 

 

 

II. DESIGNACION DEL APODERADO 

 

 

Se trata del suscrito, JUAN PABLO PEREZ OSPINA, abogado en ejercicio, portador de la tarjeta profesional 

número 154.486 expedida por el Consejo Superior de la Judicatura, identificado con la cédula de ciudadanía 

número 71.777.582, quien actuara en este proceso en nombre y representación de la parte demandada. 

 

 

III. RESPUESTA EXPRESA A TODAS Y CADA UNA DE LAS PRETENSIONES 
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PRIMERA a TERCERA: Me opongo. Toda vez que, de conformidad con los presupuestos procesales y 

jurisprudenciales, no se cumplen con los presupuestos para que se materialicen las consecuencias descritas en 

el artículo 1510 y 1511 del Código Civil Colombiano. 

 

PRETENSIONES CONSECUENCIALES PRIMERA y SEGUNDA: Por no ser procedente la 

prosperidad e las pretensiones principales, la consecuencia lógica es que las consecuenciales de aquellas 

sigan su misma suerte. 

 

PRETENSIONES SUBSIDIARIAS: 

 

 

De antemano me opongo a la prosperidad de todas y cada una de ellas toda vez que el señor Morales 

Vallejo es la parte contractual que incumplió las obligaciones pactadas entre los promitentes. 

 

 

“PRETENSIÓN CUARTA SUBSIDIARIA” Me Opongo. Toda vez que el promitente comprador honro 

todas y cada una de las cláusulas y obligaciones pactadas en la promesa de compraventa, especialmente las 

relativas al “OBJETO” y “ENTREGA” de la cosa pactada en venta. 

 

“PRETENSIÓN CONSECUENCIAL PRIMERA y SEGUNDA” Por no ser procedente la prosperidad 

de las pretensiones Subsidiaria, la consecuencia lógica es que las consecuenciales de aquellas sigan su misma 

suerte. 

 

PRETENSIÓN QUINTA: Condenar en costas y agencias en derecho a la parte demandante.  

 

 

IV. PRONUNCIAMIENTO EXPRESO Y CONCRETO SOBRE CADA UNO DE LOS 

HECHOS DE LA DEMANDA. 

 

 

PRIMERO: No es cierto, deberá probarlo. En todo caso, de un lado, las “publicaciones” en redes como las 

llama el accionante no obligan a ninguna de las partes y menos porque estas se alejan totalmente de la teoría de 

la oferta, pues en gracia de discusión, esta no fue aceptada según los términos señalados en el Código Civil 

Colombiano, y segundo, por que como el mismo señor Vallejo lo confiesa, tales “publicaciones” no fueron 

realizadas por el contratante-vendedor. Pues es claro que la propiedad está reservada a mi cliente el señor 

CARLOS QUINTO LÓPEZ CÁRDENAS. 

 

SEGUNDO: No es cierto. El señor JORGE MARIO MORALES VALLEJO visito el predio, mostrando 

interés de comprarlo luego de haberlo inspeccionado de manera personal y directa tanto de manera material 

(ubicación, área del inmueble, estado de la construcción, etc) como de manera formal (planos, licencias, área 

autorizada, etc) 

 

TERCERO: No es cierto. En razón al negocio jurídico “Promesa de Compraventa” el señor Mateo López no 

se reunió con el actor, más allá de acompañar a su padre, pues se reitera que el señor Mateo no tenía arte ni 

parte en el asunto. No es cierto que los señore López le hubiesen manifestado que el inmueble poseía tal área 

de 315 mt2 pues ni siquiera el área original del inmueble   posee esta cabida (antes de la construcción tenía esa 

área) y para mayor prueba de que esta afirmación es totalmente falsa es que el plano iniciar obras consignado 

en la curaduría urbana antes de hacer cualquier movimiento de tierra debe coincidir de manera precisa con el 

resultado final de la obra. 
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CUARTO: No es cierto. La promesa de compraventa y la aceptación de la misma por parte de los contratantes 

fue resultado de una intensa negociación en donde las partes se pusieron de acuerdo en la  cosa y el precio. Así 

mismo, como parte de esa negociación es los promitentes acordaron la forma de pago del precio y la entrega de 

la cosa.   

 

Ahora bien, en gracia de discusión olvida El señor JORGE MARIO MORALES VALLEJO, que en la 

promesa de compraventa suscrita el de manera libre, voluntaria y espontanea, en la clausula decima dejó 

plasmado que:  

 

“DECIMA-VALIDEZ: Las partes manifiestan que no reconocerán validez a estipulaciones verbales 

relacionadas con el presente contrato, puesto que aquí se consigna el acuerdo completo y total acerca de su 

objeto y el mismo reemplaza y deja sin efecto alguno cualquier contrato verbal o escrito celebrado entre las 

partes con anterioridad, sobre dicho objeto” (Negrillas y subrayas fuera de texto) 

 

 

QUINTO: No es cierto. Luego de acordadas las condiciones arriba señaladas las partes suscribieron el texto 

denominado “promesa de compraventa”, documento que reúne los elementos de existencia y validez del 

contrato. Lo demás deberá probarlo el actor 

 

 

SEXTO: Es cierto. La venta del inmueble se hace como cuerpo cierto y que hace parte de un inmueble de 

mayor extensión (Propiedad Horizontal), con las medidas por área consignadas en la Promesa de Compraventa. 

Documento leído y aceptado por el señor  

 

 

SEPTIMO: No Es cierto. Efectivamente se pactó el pago por valor de $365.000.000, oo para lo cual se haría 

una “Dación en pago” de unos vehículos automotores, obligación que no fue satisfecha por el señor Morales, 

pues paladinamente omitió hacer traspaso del vehículo automotor. Obligación que el señor Morales incumplió 

pues no hizo entrega formal de los mismos, específicamente de la Camioneta FORD RAPTOR, color blanco 

Oxford, placa EHM222, modelo 2018, motor N°JFB3621, por un valor de DOSCIENTOS VEINTICINCO 

MILLONES DE PESOS M/L ($225.000.000), véase que aún se encuentra registrada o matriculada a nombre 

de la señora MARIA ISABEL VILLA CALLE, identificada con CC 43.983577. En este orden de ideas, claro 

es y probado esta que El señor JORGE MARIO MORALES VALLEJO, desde el día 28 de febrero de 2020. 

 

 

 

OCTAVO: Es cierto que el señor Carlos López honro la promesa de compraventa en los términos allí descritos 

y le hizo entrega material del inmueble al promitente comprador. Lo demás no nos consta, deberá ser probado 

por el actor. 

 

Ahora, es completamente incoherente pensar que solo cuando el actor hizo un avaluó se dio cuenta del metraje, 

entonces yo pregunto ¿Cuándo compro el piso de la bodega no debió haber medido el mismo? 

 

NOVENO: No nos consta. Deberá probarlo. Lo que si sabemos es que a la fecha el seño Jorge Mario esta 

usufructuando el inmueble disfrutando de la renta que produce dicho inmueble. 
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DECIMO: No nos consta que el actor haya contratado un perito evaluador lo que si se advierte que esta 

presunta experticia coincide con la cláusula primera de la Promesa de Compraventa. 

 

Adicional Hago referencia a lo respondido al hecho octavo 

 

DECIMO PRIMERO: No es cierto. Los planos del proyecto inmobiliario no han cambiado nunca y no pueden 

variar, ya que, como ya se indicó, los planos deben siempre coincidentes con los registrados ante la curaduría 

urbana cuarta del municipio de Medellín y que están ligados a la licencia urbanística C4-1272 del 11 de 

diciembre de 2018. 

 

DECIMO SEGUNDO: No es cierto. Y es una afirmación temeraria que se cae de su peso y por el contrario 

hace evidente una excusa fútil, falta de capacidad de convencimiento, carece de musculo probatorio. Baste para 

acreditar lo afirmado el hecho de que planos, compraventa, inmueble y venta como cuerpo cierto están 

ratificando las medidas descritas en la cláusula primera del contrato de promesa de compraventa.  

 

¡¡¡Quiere venderse el señor Morales como un ser indefenso, ingenuo, engañado y abusado en su ignorante buena 

fe pues en su capacidad no le era posible de identificar “la irrisoria media DE 100 METROS 

CUADRADOS!!!” DE DIFERENCIA EN UN INMUEBLE… Eso no se lo cree nadie.  

Por lo demás, las calidades y cualidades de la cosa, en los términos del articulo 1511 del C. Civil, están ajustadas 

a lo acordado como cosa y que luego fuera prometido en venta, desvirtuándose así cualquier posibilidad de 

materializarse un error. 

 

No puede haber mala fe y menos dolo (que bueno sea de paso advertir a la togada) que el segundo no es 

consecuencia inequívoca del primero y menos en materia de compraventa de inmuebles como cuerpo cierto. 

 

En este orden de ideas, el actor quiere hacer valer como fundamento del error su falta de diligencia y cuidado 

al contratar y por supuesto haciendo caso omiso de su deber de auto informarse. 

En efecto, tal como es sabido de vieja data y así se ha expresado desde el código de Bello, Nadie puede alegar 

su propia culpa en su defensa. O mejor, nadie podrá echar mano de su propia torpeza como elemento para anular 

su voluntad, que es exactamente lo que está sucediendo en este caso. 

 

Ahora bien se contrapone a esta torticera actuación del actor, la trasparente actitud de mi defendido, pues no 

solo permitió el acceso al bien objeto de compraventa permitiendo al promitente comprador realizar las 

validaciones físicas del caso, sino que exhibió los documentos que soportan la legalidad de la construcción, 

asegurando así SU BUENA FE CONTRACTUAL. 

 

 

DECIMO TERCERO: No nos consta. Deberá probarlo, es así como más certificaciones emanadas de terceros 

deberán ser ratificadas por estos 

 

 

DECIMO CUARTO: Es cierto. 

 

DECIMO QUINTO: No nos consta y en todo caso es una obligación legal según la ley 640 de 2001. 

 

 

 

V. FUNDAMENTO DE LA DEFENSA. 
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a. Teoría de la oferta. No puede hablarse de la aceptación de la oferta por lo siguiente:  

La oferta es la manifestación dirigida a persona determinada o determinable, con la intención de 

obligarse y con las precisiones necesarias para establecer los efectos que debe producir de 

ser aceptada. Es una proposición unilateral que una de las partes dirige a otra para celebrar un contrato 

y Para su eficacia jurídica, explica el alto tribunal, la oferta deberá ser firme, inequívoca, precisa, 

completa, voluntaria y estar dirigida al destinatario o destinatarios y llegar a su conocimiento. 

Finalmente, La aceptación es aquella declaración o acto del destinatario de una oferta que manifiesta 

el asentimiento o conformidad de ésta. 

 

No se dan entonces los anteriores presupuestos y queda desvirtuada la intensión descrita en los hechos uno y 

dos de la demanda que se responde, pues: i) La publicación no la realiza el comprador; ii) No hay una propuesta 

dirigida inequívocamente al señor Jorge Mario; iii) No hay un precio fijado en la oferta que pueda ser aceptado 

y finalmente no hay una aceptación de la oferta expresamente asi otorgada por el actor. 

 

 

b. Oposición a la teoría del Error, según el articulo 1511 del Código Civil.  

 

“Artículo 1511. Error de hecho sobre la calidad del objeto. El error de hecho vicia asimismo el consentimiento 

cuando la sustancia o calidad esencial del objeto sobre que versa el acto o contrato, es diversa de lo que se 

cree; como si por alguna de las partes se supone que el objeto es una barra de plata, y realmente es una masa 

de algún otro metal semejante. 

 

El error acerca de otra cualquiera calidad de la cosa no vicia el consentimiento de los que contratan, sino 

cuando esa calidad es el principal motivo de una de ellas para contratar, y este motivo ha sido conocido de la 

otra parte.” 

 

“Sobre este particular en el derecho colombiano resalta una orientación a la preservación de la confianza. 

Frente al alcance de la voluntad en el negocio jurídico se ha sostenido que debe evitarse la magnificación 

excesiva que se le ha solido dar y, si bien el artículo 1502 del Código Civil exige para el surgimiento de la 

obligación el consentimiento libre de vicio, debe tenerse en cuenta que tal disposición no establece la voluntad 

como elemento conceptual del negocio jurídico sino que apenas traza un requisito genérico de validez, sometido 

a excepciones contenidas en el mismo código, lo que revela que el negocio jurídico no es un simple supuesto 

de hecho agotable en una sola formulación legal, sino "un verdadero acto social, dotado de una especial fuerza, 

y como si la regla citada enumerara la totalidad de los elementos componentes de la figura, en vez de ordenar, 

como lo hace, la conducta dispositiva [...]. Si en verdad nuestra ley adoptara la idea de que no es concebible 

negocio sin voluntad, la solución de ciertos casos sería muy otra: aquella que conviene a la rigidez lógica; 

impondría el pronunciamiento de la inexistencia cuando determina la nulidad o apenas concede la anulación 

(art. 900 y ss. C. Co., 1740 y ss. C. C.) o cuando rechaza toda posibilidad de impugnación art. 1744 C. C.)"  

Al respecto la doctrina colombiana sostiene, en primer lugar, que el error en la celebración del contrato que 

justifique su anulabilidad debe ser relevante, es decir, de tal forma determinante que sin él el contratante no 

habría consentido, lo cual encuentra apoyo en la ley; en segundo lugar, "ha de ser compartido, conocido o 

conocible por la otra parte e inculpable"; y en tercer lugar, exige la tutela de la confianza del cocontratante, 

pues en materia de vinculación del sujeto a sus manifestaciones o actuaciones volitivas sostiene que el derecho, 

apelando a la autorresponsabilidad y confianza legítima, así como a los postulados de seguridad, certeza e 

interés general, no tutela automáticamente a quien pretende sustraerse al propio efecto de su comportamiento 
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alegando un vicio del consentimiento, dado que "no otorga tutela de plano a quien obro sin conocimiento o sin 

conciencia o libertad suficientes, sino conforme a patrones de razonabilidad y equidad que imponen 

temperamento al automatismo de la ineficacia". 

Nuestra jurisprudencia, por su parte, si bien de antaño reconoce la anulabilidad de los contratos en los que la 

voluntad de uno de los contratantes se ha viciado por causa de un error esencial, en cuanto ha motivado la 

contratación, lo ha hecho bajo el supuesto de que la otra parte haya conocido tal motivación, siempre que no 

sea un error unilateral y que no sea inexcusable y, en todo caso, "salvaguardando los principios permanentes 

de justicia y equidad, sin desmedro de la confianza general que exige buena fe, la seguridad y firmeza en el 

plano donde la contratación se sustenta y desenvuelve en beneficio público", por lo que consecuentemente ha 

hecho énfasis en la autorresponsabilidad de los contratantes y en el deber de diligencia en la prevención de los 

errores que vicien el consentimiento so pena de las consecuencias adversas del negocio celebrado. Lo que 

supone la exigencia de un juicio de excusabilidad, admitido por nuestra jurisprudencia desde antaño, reiterado 

en el presente. 

La exigencia de la excitabilidad del error como presupuesto para tutelar la posición de quien yerra. 

Habida consideración de la preponderancia de la confianza dentro de nuestro sistema jurídico, en materia de 

vicios del consentimiento y, particularmente del error, la confianza en la formación o validez de un negocio 

jurídico no puede horadarse con fundamento en la tutela del error de una parte aun cuando sea esencial, sino 

con el lleno de precisas exigencias: 

Bien ha sostenido la doctrina de tiempo atrás, en relación con las reglas que regulan la materia en el Código de 

Bello, en la autorizada voz de Claro Solar, que "para que el error obstativo sea jurídicamente eficaz, en cuanto 

a producir el disenso, es necesario que sea excusable, esto es, que no provenga de culpa del que lo alega, o de 

imprudencia o supina ignorancia suya" (énfasis nuestro), lo que refleja la exigencia general de responsabilidad 

que aplicada a la disciplina del error confluye, como se ha dicho, en la exigencia de un juicio de excusabilidad, 

que ha sido avalado por nuestra jurisprudencia e indiscutido en la moderna doctrina. 

Deahí que "aquél que quiere hacer valer el propio error obstativo, es decir una intención contraria a la 

apariencia resultante de la declaración, debe demostrar la propia diligencia", pues "ante la ausencia de un 

comportamiento cuidadoso en la verificación de una verdadera correspondencia entre la situación real y la 

propia declaración no puede ser admitida la tutela del errante. 

El error inexcusable o más generalmente la falta de la víctima del error ha sido entendido según dos tendencias 

diferentes como el proveniente de una culpa leve o por el contrario, de una culpa grave: "un error culpable, es 

decir una simple negligencia o imprudencia de la parte cuyo consentimiento ha sido viciado, habiendo dado 

prueba con ello de de una ligereza culpable al no informarse con ocasión de la celebración del contrato [...] –

mientras que– para otra parte de autores, el error inexcusable como lo sugiere el adjetivo, es un error grosero, 

imperdonable, excepcional, sin ninguna excusa, en síntesis una falta más grave que una simple negligencia o 

imprudencia a la que los autores están de acuerdo en decir que debe ser objeto de apreciación in concreto". 

En cualquier caso, a nuestro juicio la exigencia de un comportamiento correcto y en general honesto que 

impone la buena fe, hace exigible de parte de quien alega el error, un comportamiento objetivamente leal que 

impediría alegar en su beneficio la propia culpa. Así, con independencia de que el fundamento del reproche a 

la conducta del errante se encuentre en: el riesgo de la generación de la confianza que grava sobre este en cuanto 

autor de la declaración, en la necesidad de brindar una equitativa protección a los intereses de las partes, en la 

autorresponsabilidad que debió desplegarse en la celebración del negocio, en el interés social a la rápida y 

segura circulación de la riqueza, en la función económico-social de la autonomía privada ligada a la protección 
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del contratante más débil o en "la confianza legítima" resultante de la apariencia generada, que en últimas 

constituye una manifestación del principio de buena fe, lo cierto es que la doctrina coincide en la imposibilidad 

de admitir la tutela del interés de quien pretende impugnar el negocio con fundamento en un error que ha sido 

causado por su propia negligencia. 

En cuanto se refiere a las consecuencias de la inexcusabilidad, la doctrina oscila entre el resarcimiento de los 

daños ocasionados con la negligencia del contratante errado y el mantenimiento de la validez del contrato 

viciado: 

En lo que concierne a la doctrina francesa, "los autores decimonónicos habían sostenido que, en tal hipótesis, 

el errans debía reparar (ex art. 1382 del Code) los daños que la impugnación originara a la parte contraria de 

buena fe. La doctrina posterior dio un paso más, admitiendo que el resarcimiento del daño pudiera tener lugar 

mediante el mantenimiento de la validez del contrato y la inhibición al demandante del derecho de impugnación; 

solución esta que se justificaba desde la consideración de que con ella se sancionaba con mayor rigor la 

negligencia del errans y se protegía al destinatario de buena fe más eficazmente, que con el mero 

reconocimiento a aquél del derecho a percibir una indemnización por los daños que le sobrevinieran como 

consecuencia de la impugnación". 

En Alemania, siguiendo el texto del § 122.1, conforme al cual el contratante errado que impugna el contrato 

debe indemnizar a la parte contraria los daños que esta experimenta por haber confiado en la validez de la 

declaración, la doctrina se orienta por un resarcimiento que comprenda el interés contractual negativo que 

incluye los gastos de celebración del contrato, los posteriores surgidos con ocasión de éste, el mayor costo que 

implique la celebración de un nuevo contrato y además la pérdida de ganancia. 

Por su parte, los instrumentos de unificación del derecho europeo de los contratos, que reflejan las posturas de 

consenso en el derecho europeo actual, incluso entre los sistemas del civil law y del common law, son 

contundentes en su orientación de mantener la validez del negocio en los eventos de error inexcusable por 

parte del contratante errado, al cual se le veda toda posibilidad de impugnación, pues en ningún caso se podrá 

proceder a la solicitud de anular un contrato si el contratante errado que pretende la impugnación ha incurrido 

en culpa grave al cometer el error o el error versa sobre una materia en la cual la parte equivocada ha asumido 

el riesgo del error o tomando en consideración las circunstancias del caso, dicha parte debe soportar dicho 

riesgo. 

En el caso colombiano un antecedente importante lo constituye la jurisprudencia que ha denegado la nulidad 

del contrato de seguro con base en la reticencia del tomador asegurado, por cuanto, a juicio de la Corte, para 

sustentar la nulidad por vicio del consentimiento "no es suficiente que se aduzca la mera gestación de estado 

de desconocimiento o de ignorancia fáctica acerca de unos específicos hechos, porque es menester que dicho 

estado o ignorancia se generen en forma legítima o se tornen excusables", razón por la cual la Corte, no obstante 

la comprobada reticencia del tomador, optó por que se mantuvieran los efectos del contrato y deslegitimó el 

vicio del consentimiento que entendió se había originado en una negligencia de la aseguradora, cuya relevancia 

se hace más patente si consideramos el carácter de profesional de ella. 

Sobre el mismo particular la Corte ha sostenido que "no cabe deducir ineluctablemente un comportamiento 

indebido del acreedor del seguro, ni tampoco acudir al instituto de la nulidad del mismo, bajo el supuesto del 

advenimiento de una anomalía negocial, si fue el propio asegurador, quien a posteriori, o sea después de 

conocer (real o presuntivamente) el vicio, concurrió espontáneamente a emitir su declaración de voluntad, por 

lo demás favorable al otorgamiento del amparo respectivo. O expresado de otra manera, la compañía 
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aseguradora no podía después, sin comprometer su propia conducta de diligencia y cuidado, excusar el pago 

del seguro alegando que fue asaltada en su buena fe y que desconocía la realidad" 

En consecuencia, la exigencia de la excusabilidad del error, que, como se demostró, es plenamente exigible en 

nuestro sistema, opera a la vez como garantía de seguridad del tráfico jurídico, comoquiera que "la otra parte 

debe poder tener segura confianza sobre el común significado de la declaración aceptada, que para ella es lo 

único normalmente reconocible, dado que su confianza no puede estar comprometida por error para ella no 

deducible y por tanto no controlable, que se produzca en la esfera interna de la conciencia de la contraparte". 

El carácter de inexcusable del error viene por lo general acompañado de la inexistencia de maniobras dolosas 

por parte del receptor de la declaración errada y a menudo con la violación de una obligación de informarse por 

parte de la víctima del error, quien de haberla cumplido no habría cometido el error que vició su consentimiento. 

Al respecto debe destacarse que, como lo sostiene autorizada doctrina, el requisito de la excusabilidad 

constituye una manifestación del deber de autoinformarse que gravita sobre cada contratante en atención a sus 

condiciones personales y profesionales. Ahora bien: en lo que se refiere al alcance de la obligación de informar 

y de informarse de las partes, lo que no puede dejarse de lado al valorar tal situación es que si bien "en virtud 

del principio de la buena fe, existen en el ordenamiento una serie de deberes de información, estos no 

transforman a cada contratante en el consejero de la contraparte", pues cada una de las partes tiene a su cargo 

sus propios deberes de autoprotección que se reflejan en conductas diligentes en la verificación de las 

circunstancias que rodean la celebración del negocio, las cuales no pueden descargarse en la contraparte y que 

en cualquier caso jamás podrían, más allá de los deberes de información que le son propios, hacer exigible 

respecto de un profano a favor de un profesional, y menos aún de un consumidor, deberes de protección de la 

adecuada conformación del consentimiento del profesional que es su contraparte. 

Tal razonamiento encuentra fundamento en palabras de Betti en el hecho de que "cuanto mayor es la obligación 

de conocimiento, tanto menos plausible es la ignorancia y tanto menor es en la contraparte la obligación de 

relevar del error en que se encuentra aquella y la correlativa obligación de aclaraciones impuesta por la buena 

fe". 

En consecuencia, resultará inexcusable "el error cometido por el contratante que tenía el deber de informarse 

durante la celebración del contrato. Este deber de informarse cesa donde comienza la obligación de informar 

por la otra parte. Pero la frontera entre los dos es inestable y varía en función de la calidad de las partes. Es así 

como el deber de informarse, más extenso para un profesional, disminuye frente a la obligación de informar de 

la otra parte. Es por esto que el error del profesional será juzgado más fácilmente como inexcusable [...], la 

jurisprudencia estará más dispuesta para aplicar esta noción a los profesionales avisados en el dominio del 

contrato celebrado - lo ha creado- una especie de presunción de inexcusabilidad del error del profesional". 

En efecto, cuando la víctima del error es un profesional conocedor de la materia sobre la que versa el contrato 

celebrado, "su ignorancia es a priori ilegítima a menos que demuestre su ausencia de culpa. La severidad de las 

decisiones jurisprudenciales recientes en contra de los profesionales permite considerar el posible emerger de 

una presunción irrebatible de ignorancia culpable de la causa de nulidad que vicia el consentimiento del 

contratante profesional". Severidad que no es ajena a las decisiones de nuestra jurisprudencia193. Tal 

razonamiento determina una diferencia de tratamiento entre los dos errores: "una misma ignorancia se presumirá 

legítima por parte de un profano, salvo si su cocontratante aporta la prueba de una falta de diligencia normal, 

mientras que la ignorancia será culpable para un profesional advertido, salvo si este demuestre la 

imposibilidad". 

https://revistas.uexternado.edu.co/index.php/derpri/article/download/3194/3440?inline=1#num193
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El particular orden de cosas que plantea la necesidad de privilegiar la situación de un profano en la relación 

entre este y un profesional, cuando se trata de la mayor o menor exigencia de diligencia, se hace más patente 

cuando quiera que además dicho profano se encuentra en la calidad de "consumidor" y además el acuerdo se 

ha alcanzado mediante la utilización de un negocio con cláusulas generales o de un formato predispuesto por 

el profesional, comoquiera que en este caso las obligaciones que gravan sobre el profesional exigen "la conducta 

del profesional dirigida a asegurar la comprensión y la claridad de las cláusulas por parte del consumidor", lo 

que conduce hacia una solución de mayor favor para el consumidor errante y en detrimento del profesional en 

cuanto se refiere a la valoración de la obligación de prestar atención a fin de no caer en error en el desarrollo de 

tráfico comercial y de reconocer el error ajeno. Reflexiones como estas encuentran asidero en nuestro 

ordenamiento jurídico si observamos las precisas exigencias de información y diligencia contempladas en 

diversos estatutos de protección al consumidor”. 

VI. PRUEBAS 

 

Manifiesto de antemano señor Juez que me adhiero a todas y cada una de las presentadas y solicitadas en 

la demanda de reconvención   

 

 

a. Documentales: 

 

1. Copia del contrato de promesa de compraventa celebrado el día 28 de febrero de 2020 en la Notaria 

quinta del círculo Notarial de Medellín.  

2.  Recibo de pago por la suma de CIEN MILLONES DE PESOS M/L ($100.000.000).  

3. Copia de los pantallazos de conversaciones de WhatsApp entre las partes. 

4. Certificado de Libertad y tradición del bien inmueble con matrícula inmobiliaria N°001-272888 de la 

oficina de Registro e Instrumentos Públicos de Medellín zona Sur.  

5. Resolución N° C4-1272 del 11 de diciembre de 2018. 

6. Certificado de cumplimiento de requisitos para la enajenación de inmuebles destinados a vivienda. 

7. Certificado de antecedentes disciplinarios ingeniero Arellano del Rio Ramon de Jesús y planos. 

8. Certificado de la Secretaria de Movilidad de Envigado. 

9. Escritura Pública N° 175, Reglamento de propiedad Horizontal. 

10. Acta de Audiencia de Conciliación. 

11. Denuncia Penal. 

 

 

b. Testimoniales:  

 

Solicito señor Juez se fije fecha y hora en la cual las siguientes personas todas mayores de edad, declaren ante 

su señoría acerca del conocimiento de todos los hechos narrados en esta demanda. 

 

1. Gustavo de Jesús Velásquez Vargas CC 70877552 localizable en Copacabana, vereda Peñolsito. 

Móvil 3122598161 

2. Ramiro de Jesús Hernández CC 15537856; localizable en la calle 39b N° 114c 11 Barrio San Javier. 

Móvil 3122421064 

3. Luz Adriana Peláez Moncada CC 42774470; localizable en la Calle 7 sur N° 37ª25 Móvil 

31227916321 

4. José Alejandro López Peláez CC 1152435059; Localizable en la Calle 7 sur N° 37ª25 Móvil 

3127915112 

5. Mateo López Peláez CC 1017234485; en la Calle 7 sur N° 37ª25 Móvil 3146619440  
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c. INTERROGATORIO DE PARTE 

 

Solicito que en diligencia cuya fecha designara usted  Señor Juez, el demandado, señor JORGE MARIO 

MORALES VALLEJO, absuelva el interrogatorio, que en forma oral llevare a cabo.  

 

d. Las Declaraciones o documentos provenientes de terceros deberán ser ratificados por estos. 

 

 

VII. FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

Invoco como fundamentos de derecho los artículos1502, 1546; 1602; 2536 del Código Civil, artículos 82 al 84; 

del Código General del Proceso, artículo 368, 369; 370; 372; 373 del Código General del Proceso, artículo 89 

ley 153 de 1887 y demás normas concordantes.  

 

 

VIII. EXCEPCIONES QUE SE PRETENDEN HACER VALER DEBIDAMENTE 

FUNDAMENTADAS. 

 

Por lo anteriormente expuesto, me opongo a todas y cada una de las pretensiones de la demanda, con las 

excepciones que procedo a formular de conformidad con las razones expuestas en los fundamentos de la 

defensa: 

 

EXCEPCIÓN DE INEXISTENCIA DE VICIOS QUE OBLIGUEN A LA NULIDAD CONTRACTUAL  

Como se explicó ampliamente, al momento de efectuarse el negocio jurídico de PROMESA DE 

COMPRAVENTA entre las partes, no existió dolo, mala fe u ocultamiento de la cosa o de información que 

condujera o indujera al promitente comprador en error sobre la sustancia. 

 

EXCEPCIÓN DE MALA FE y CULPA DEL PROMITENTE COMPRADOR  

 

Probada esta pues luego de cerrado el negocio y habiendo sido la parte incumplida desde el primer pago pactado 

ahora pretende beneficiarse se una inexistente nulidad relativa. 

 

EXCEPCIÓN DE CUMPLIMIENTOD DEL PROMITENTE COMPRADOR.  

Probada esta con la lealtad contractual del promitente vendedor y con el cumplimiento de este de todas y cada 

una de las obligaciones pactadas en la promesa de compraventa. 

 

EXCEPCIÓN DE BUENA FE 

 

No le es dable imponer a mi mandante una carga mediante sentencia judicial pues toda su actuación se encuentra 

enmarcada en la legalidad y lealtad de los negocios jurídicos. 
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PRESCRIPCIÓN: 

En caso que por vía judicial se acceda a las pretensiones de la demanda, invoco la prescripción de todos los 

aspectos cobijados por este fenómeno, según las razones de defensa esbozadas en lo relativo a este punto. 

 

CUALQUIER OTRA EXCEPCIÓN DIFERENTES A LAS DEL ARTÍCULO 306 DEL C. P. C. 

(ARTÍCULO 282 EN VIGENCIA DEL CÓDIGO GENERAL DEL PROCESO) QUE EL FALLADOR 

ENCUENTRE PROBADA: 

Las demás excepciones previas, mixtas o de fondo que se puedan probar o resultaren probadas dentro del trámite 

de esta demanda, aplicables por analogía a esta clase de procesos y/o jurisdicción. 

Significa lo anterior Señor Juez, que, en caso de hallarse probada cualquier excepción diferente a las 

relacionadas, señala el art. 306 de C. P. C, deberá el señor(a) Juez que decide el asunto, pronunciarse sobre la 

misma y declararla probada en favor del demandado. 

 

INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN. Consistente en que si el demandado cumplió a cabalidad con lo 

acordado es obvio que mi defendido nada le debe al señor Morales Vallejo y menos deberá extinguirse el 

contrato. 

 

 

IX. COMPETENCIA:  

 

Suyo Sr. Juez, por la naturaleza del asunto, la cuantía y el lugar de cumplimiento de la obligación, además por 

estar conociendo de la demanda principal. 

 

 

X. NOTIFICACIONES: 

 

Al demandado en: calle 32 E N° 80 a 56, de la ciudad de Medellín; y en el correo electrónico:  

gerenciamoralesasociados@gmail.com, se conoce el correo electrónico ya que este fue aportado por el mismo 

en solicitud a audiencia de conciliación en el Centro de Conciliación del Colegio Antioqueño de Abogados 

Colegas. 

 

 

Al demandante en: calle 7 Sur N°37 a 25, de la ciudad de Medellín; correo electrónico: 

construimos@hotmail.com, número telefónico: 3207589832  

  

 

El suscrito: calle 53 N° 35 – 112 edificio Colseguros de la ciudad de Medellín; correo electrónico: 

j.pablo15@yahoo.com.mx, número telefónico: 3137067376 

  

 

 

 

 

mailto:gerenciamoralesasociados@gmail.com
mailto:j.pablo15@yahoo.com.mx
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XI. ANEXOS DE LA DEMANDA  

 

 

Presento con esta demanda los siguientes documentos: 

 

1. Poder para actuar.  

2. Las relacionadas en el acápite de pruebas.   

 

 

 

Del señor Juez,  

 

 

____________________________ 

JUAN PABLO PEREZ OSPINA 

C.C. 71.777.582 

T.P. 154.486 del C. S de la J. 

 

 

 

 

 

 

 




































































































































































































